
Santiago, dieciocho de junio de dos mil veinticinco.

Vistos y teniendo presente:

Primero:  Que comparece el abogado Marcelo Emilio Parodi Garc aí  

en representaci n de Jos  Ignacio Ganga Spissini e interpone recurso deó é  

protecci n  en  contra  del  Hospital  San  Jos ,  el  Servicio  de  Saludó é  

Metropolitano  Norte  y  del  Fondo  Nacional  de  Salud,  para  que  -en 

definitiva-  se  les  conmine  a  realizar  al  m s  breve  plazo  las  gestionesá  

pertinentes  para  la  adquisici n,  tratamiento  y  suministro  al  recurrente,ó  

diagnosticado con Atrofia Muscular Espinal (AME) Tipo 2, con el f rmacoá  

Risdiplam, con dosis de 150 mg. al mes, 5 mg. al da, a permanencia, con 

costas.

Expone que de acuerdo al informe m dico neurol gico del recurrenteé ó  

de 31 de diciembre  de 2024,  emitido por el  m dico  neur logo Manuelé ó  

Fruns  Quintana,  se  acredita  que  se  trata  de  un  paciente  de  22  a osñ  

portador de una atrofia muscular espinal (AME) Tipo 2; que han persistido 

las  neumopat as  recurrentes  que  requieren  hospitalizaciones  domiciliariasí  

con ventilometr as que muestran una insuficiencia respiratoria de m s deí á  

50%;  que actualmente presenta una debilidad importante de musculatura 

cervical, maseteros, con limitaci n en apertura bucal y masticaci n, par lisisó ó á  

de las 4 extremidades, con movimientos digitales solamente, especialmente 

de mano izquierda, fijaci n de articulaci n del codo en semiflexi n, y paresaó ó ó  

de  m sculos  intercostales  y  diafragm tica;  que  el  paciente  requiere  a  laú á  

brevedad iniciar tratamiento espec fico para su enfermedad, que dada suí  

edad y la escoliosis operada la indicaci n es usar Risdiplam, medicamentoó  

oral que est  indicado en pacientes adultos, con escasos efectos adversos.á

Indica que con la misma fecha el  m dico tratante extendi  recetaé ó  

m dica  para el  recurrente  prescribiendo el  medicamento Risdiplam,  coné  

dosis  de  150  mg  al  mes,  5  mg  oral  al  d a,  a  permanencia,  f rmacoí á  

requerido para salvarle la vida  y que fue aprobado por el Instituto de Salud 

P blica de Chile (ISP) mediante su registro bajo el n mero F-25709/20 yú ú  

cuya indicaci n terap utica corresponde a pacientes de dos meses de edad oó é  

mayores para el tratamiento de atrofia muscular espinal (AME).

Acusa  que  la  acci n  arbitraria  e  ilegal  consiste  en  no  otorgar  eló  

tratamiento requerido para salvaguardar la vida del recurrente, siendo del 
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caso, que ste no tiene recursos econ micos para costear el  tratamiento,é ó  

raz n  por  la  que  acudi  al  servicio  p blico.  Se ala  que  medianteó ó ú ñ  

comunicaci n  de  4  de  febrero  de  2025  el  Fondo  Nacional  de  Saludó  

(FONASA) neg  el tratamiento requerido, expresando que no cuenta conó  

cobertura  ni  recursos  financieros  para  ello.  Por  su  parte,  el  Hospital 

recurrido indic  el 23 de enero de 2025 que deb a esperar un llamado, sinó í  

que a la fecha de interposici n de la presente acci n constitucional hayaó ó  

recibido comunicaci n alguna. Finalmente, a la fecha, el Servicio de Saludó  

recurrido no ha dado respuesta al requerimiento del f rmaco.á

Manifiesta  que  en  este  caso  se  han  vulnerado  las  garant así  

fundamentales de derecho a la vida e integridad f sica y ps quica, igualdadí í  

ante la ley y derecho a la salud, por lo que solicita que se acoja la presente 

acci n, para que se conmine a las recurridas a realizar al m s breve plazoó á  

las  gestiones  pertinentes  para  la  adquisici n,  tratamiento y suministro aló  

recurrente, diagnosticado con atrofia muscular espinal (AME) Tipo 2, con el 

f rmaco  Risdiplam,  con  dosis  de  150  mg.  al  mes,  5  mg.  al  d a,  aá í  

permanencia, con costas.

Segundo:  Que evacu  informe el Servicio de Salud Metropolitanoó  

Norte solicitando el rechazo de la acci n.ó

En primer lugar sostiene que de acuerdo a la normativa actual de los 

Servicios  de Salud,  corresponde al  Director  de  los  establecimientos  auto 

gestionados  en  red  -como lo  es  el  Hospital  San  Jos -  la  representaci né ó  

judicial, quien debe asumir las acciones para su defensa, de acuerdo con lo 

dispuesto  en  la  Ley  N  19.937,  el  Reglamento  Org nico  de  los° á  

Establecimientos de Salud de Menor Complejidad y de los Establecimientos 

de  Autogesti n  en  Red,  aprobado  por  Decreto  N  38,  de  2005  deló º  

Ministerio de Salud, en sus art culos 23 y 25. Agrega que el Servicio tieneí  

prohibici n legal de conocer de la materia de este recurso de protecci n y,ó ó  

en  raz n  de  ello,  tal  como se ala  el  recurrente,  deriv  la  solicitud  deló ñ ó  

medicamento Risdiplam al establecimiento autogestionado pertinente, cual 

es el Hospital San Jos .  é

En segundo lugar, arguye que FONASA como asegurador p blico, deú  

acuerdo con el art culo 11 de la Ley N  18.469 sobre R gimen General deí ° é  

Garant as en Salud, define las patolog as y prestaciones que se encuentraní í  
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priorizadas y cuentan con financiamiento y este f rmaco no se encuentraá  

considerado en ninguna de ellas.  Indica tambi n que en caso de que elé  

medicamento no forme parte del arsenal farmacol gico vigente, se adquiriró á 

solicitando fondos extras al Ministerio de Salud siempre cuando exista una 

necesidad y un beneficio terap utico debidamente comprobado.é

Luego  se  refiere  a  las  coberturas  del  sistema  de  salud  p blicaú  

nacional, el R gimen general de prestaciones contenido en el Libro II delé  

Decreto  con  Fuerza  de  Ley  N  1 de  2005  del  Ministerio  de  Salud;  el°  

Sistema de Garant as Explicitas en Salud (GES), contenido en la Ley Ní ° 

19.966  y  el  Sistema  de  Protecci n  Financiera  para  Diagn sticos  yó ó  

Tratamientos de Alto Costo, contenido en la Ley N  20.850, adem s, que° á  

trat ndose de enfermedades que requieren medicamentos o prestaciones deá  

alto  costo,  es  importante  considerar  la  regulaci n  exhaustiva  que  se  haó  

establecido en las ltimas d cadas, tratando de poner un nfasis en la ideaú é é  

de que cada vez que existe una negativa al financiamiento, esta no obedece 

a  una  raz n  puramente  econ mica,  sino  que  es  necesario  ponderaró ó  

elementos  ticos  y  sanitarios,  que  encuentren  apoyo  en  la  evidenciaé  

cient ficamente afianzada y que cada vez que una Corte de Apelaciones oí  

Corte Suprema condena al Estado a financiar un medicamento de este tipo 

fuera de las coberturas legales previstas, est n no solo obligando al fisco aá  

adquirirlo para garantizar una prestaci n, sino que est n otorgando a losó á  

laboratorios la facultad de venderlo a un precio que solo queda a merced de 

ellos, pues para el fisco ya no existe margen de negociaci n alguna.ó

Afirma que se puede concluir que el proceso para la determinaci n deó  

los diagn sticos y tratamientos de alto costo que se incorporan al Sistema deó  

Protecci n  Financiera  que  crea  la  Ley  Ricarte  Soto ,  consta  de  lasó “ ”  

siguientes  etapas:  I.-  solicitud  de  Evaluaci n;  II.-  evaluaci n;  III.-ó ó  

recomendaci n priorizada; y IV.- decisi n. Las Solicitudes de Evaluaci n seó ó ó  

agruparon en 638 condiciones de salud,  considerando para cada una de 

ellas, distintos n meros de tratamientos, seg n lo solicitado, sin embargo, elú ú  

medicamento RISDIPLAM a la fecha no ha sido incluido en los Decretos 

dictados para la determinaci n de los diagn sticos y tratamientos de altoó ó  

costo  con  sistema  de  protecci n  financiera  contemplados  en  la  Leyó  

N 20.850, de modo que no es posible financiarlo mediante este mecanismo.°
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Indica  que  la  presente  acci n  es  improcedente,  ya  que  no  se  haó  

entregado por la parte recurrente ning n fundamento sobre por qu  haú é  

incurrido ese Servicio en un actuar ilegal y arbitrario que atente contra las 

garant as  se aladas  como vulneradas,  toda vez  que solo  se al  que esteí ñ ñ ó  

recurrido no hab a respondido a su solicitud, siendo del caso que ste noí é  

cuenta con facultades para dar esa respuesta a la solicitud.

Indica que conforme a la norma t cnica, el recurrente jam s asisti  aé á ó  

reuni n alguna con un profesional o asistente social del Hospital San Jos , aó é  

objeto de recibir orientaci n y gestionar estrategias para ver la forma deó  

recibir financiamiento o entrega del medicamento RISDIPLAM, pues de 

haberlo hecho la asistente social del Hospital San Jos  , hubiese efectuadoé  

-en caso de ser procedente- la solicitud a ese servicio del financiamiento 

para  el  mencionado medicamento,  ya  que ese  hubiese  sido  el  conducto 

regular que la Norma T cnica N  202 del Fondo de Apoyo Econ mico deé ° ó  

Auxilio Extraordinario establece, para este tipo de solicitudes.

Por todo lo expuesto solicita el rechazo de la presente acci n, conó  

costas.

Tercero:  Que evacu  su informe el Hospital San Jos  indicando queó é  

ste tiene por objeto explicar el sistema de coberturas del sistema de saludé  

p blico chileno, que ha entregado fundamentalmente al Ministerio de Saludú  

la  decisi n  de  realizar  la  planificaci n  sanitaria  para  una  adecuada  yó ó  

arm nica distribuci n de los recursos p blicos asignados anualmente en laó ó ú  

Ley de Presupuestos.  

Sostiene que las  decisiones de planificaci n sanitaria  que realiza laó  

Administraci n se traducen en una distribuci n priorizada de los recursosó ó  

tanto f sicos como humanos, con base en criterios objetivos delimitados porí  

el legislador, en el cual se toman especialmente en cuenta criterios t cnicosé  

sanitarios, de acuerdo con el grado de evidencia que exista del beneficio 

para la sobrevida o calidad de vida de las personas.

Indica que, cada vez que un tribunal superior condena al Estado a 

financiar  un  medicamento  de  este  tipo  fuera  de  las  coberturas  legales 

previstas, est n no solo obligando al fisco a adquirirlo para garantizar unaá  

prestaci n,  sino  que  est n  otorgando  a  los  laboratorios  la  facultad  deó á  

venderlo a un precio que solo queda a merced de ellos, pues para el fisco ya 
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no  existe  margen  de  negociaci n  alguna,  toda  vez  que  se  debe  daró  

cumplimiento  en  el  m s  breve  tiempo,  favoreciendo  de  esta  manera  laá  

estrategia de los laboratorios de que a trav s de la judicializaci n obtengané ó  

un financiamiento mayor por la venta de sus productos.

Para el caso del recurrente se ala que seg n consta del Acta N  3 delñ ú °  

comit  de  farmacia  del  Hospital  San  Jos ,  se  decidi  no  acceder  a  laé é ó  

solicitud  ya  que  el  hospital  no  tiene  disponibilidad  presupuestaria  para 

soportar el costo del medicamento (costo mensual de $21.910.083).

Se refiere a la normativa de las principales coberturas del sistema de 

salud chileno, esto es, el R gimen general de prestaciones contenido en elé  

Libro II del D.F.L N  1 de 2005 del Ministerio de Salud, que fija texto°  

refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N  2.763, de 1979 y°  

de las leyes N  18.933 y N  18.469; el Sistema de Garant as Explicitas en° ° í  

Salud (en adelante, GES ) regulado en la Ley N  19.966; y el Sistema de“ ” °  

Protecci n  Financiera  para  Diagn sticos  y  Tratamientos  de  Alto  Costoó ó  

regulado en la Ley N  20.850 (en adelante, Ley Ricarte Soto ).  ° “ ”

Respecto  de  la  evidencia  cient fica  del  f rmaco  RISDIPLAM,  elí á  

Ministerio de Salud encarg  un an lisis al Departamento de Evaluaci n deó á ó  

Tecnolog as Sanitarias y Salud basada en la Evidencia, dependiente de laí  

Divisi n de Planificaci n Sanitaria de la Subsecretar a de Salud P blica, deló ó í ú  

cual se puede indicar que la certeza de la evidencia fue evaluada siguiendo 

el  m todo  GRADE,  la  que  se  evalu  como  muy  baja.  Agrega  que  elé ó  

medicamento recibi  la designaci n de medicamento hu rfano de la FDA yó ó é  

la EMA en 2017 y 2019, respectivamente (para fomentar el desarrollo de 

medicamentos  para  enfermedades  raras).  Su  mecanismo de  acci n  ser aó í  

modificar  el  empalme  del  pre-ARNm  de  supervivencia  de  la  neurona 

motora 2 (SMN2) dise ado para tratar la AME con origenñ  en mutaciones 

del  gen  SMN1  en  el  cromosoma  5q  causantes  de  la  deficiencia  de  la 

prote na SMN. La evidencia disponible para personas con AME tipo IIIa,í  

corresponde  a  un  ensayo  cl nico  aleatorizado  con  bajo  n mero  deí ú  

participantes,  y  un  seguimiento  de  12  meses  que  eval a  la  seguridad  yú  

eficacia de la terapia (estudio de fase 3). Este estudio incluy  a personas conó  

AME tipo II y III, sin desagregaci n de datos seg n tipo de AME. Para lasó ú  

personas con AME II y III,  entre 2 y 25 a os,  el uso de RISDIPLAMñ  
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podr a aumentar  la  funci n motora,  y podr a no aumentar  el  riesgo deí ó í  

presentar  eventos  adversos  serios;  sin  embargo,  existe  importante 

incertidumbre dado que la certeza de la evidencia es muy baja. No existen 

estudios espec ficos para personas con AME tipo IIIa, ni que incluyan a unaí  

poblaci n  mayor  a  25  a os.ó ñ  Actualmente,  se  encuentra  en  marcha  un 

ensayo cl nico fase 2 que eval a la eficacia del RISDIPLAM en personasí ú  

con atrofia muscular espinal entre 6 meses a 60 a os. Si bien los criterios deñ  

inclusi n del estudio no son espec ficos sobre el tipo de AME, sus resultadosó í  

podr an aportar m s informaci n al respecto.í á ó

En cuanto a la opini n del m dico tratante, indica que, al momentoó é  

de  pronunciarse  sobre  el  fondo  de  lo  discutido  en  autos,  se  consideren 

algunos  aspectos  distintos  al  an lisis  centrado  en  lo  econ mico  o  deá ó  

legalidad pura, ya que, al considerarse solo la opini n de un m dico tratanteó é  

que no es capaz de fundar en una categor a de evidencia que tenga mayorí  

calidad, se est  adoptando una decisi n judicial contra la evidencia cient ficaá ó í  

y no se visualiza que corra riesgo la vida del paciente, ello imposibilita a 

otorgarle  una  prestaci n  que  el  sistema  p blico  de  salud  vigente  no  leó ú  

concede, y que por lo dem s, el f rmaco ha demostrado, una certeza de laá á  

evidencia baja.

Explica que la negativa de la autoridad sanitaria no constituye con 

acto arbitrario o ilegal por cuanto ( )   el exceso de regulaci n en este“ … ó  

sistema trata de evitar precisamente la arbitrariedad en las decisiones; hay 

una normativa legal y reglamentaria que ha sido prevista en cada uno de los 

aspectos que implica la toma de decisiones en esta delicada asignaci n deó  

recursos ( ) . Agrega que la terapia solicitada por esta v a constitucional,… ” í  

esto es, RISDIPLAM no encuentra actualmente cobertura en el R gimené  

General de Prestaciones de Salud, ni en GES, ni en la Ley Ricarte Soto, lo 

que no puede ser considerado como un acto arbitrario o ilegal reprochable 

a las recurridas.

Finalmente,  alega que en este caso no se han vulnerado derechos 

constitucionales,  por  lo  que  la  presente  acci n  debe  rechazarseó  

ntegramente.í

Cuarto:  Que evacu  informe finalmente el Fondo Nacional de Saludó  

y se al  que los diagn sticos y tratamientos de alto costo que cubre la Leyñ ó ó  
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N  20.850  se  determinan  sobre  la  base  de  un  Decreto  Supremo  del°  

Ministerio de Salud suscrito adem s por el Ministerio de Hacienda y coná  

ello  se  pondera  y  eval a,  preponderantemente,  que  el  costo  de  losú  

diagn sticos  o  tratamientos  sea  igual  o  superior  al  determinado  en  eló  

umbral nacional de costo anual  (art culo 6  de la Ley N 20.850); que los‘ ’ í ° °  

diagn sticos y tratamientos hayan sido objeto de una favorable evaluaci nó ó  

cient fica basada en la evidencia disponible (art culo 7  de la Ley N 20.850);í í ° °  

que  los  diagn sticos  y  tratamientos  hayan  sido  recomendados  una  vezó  

analizados  y  priorizados  sobre  la  base  del  valor  cient fico,  econ mico  yí ó  

social que el tratamiento importe (art culo 8  de la Ley N 20.850); y que seí ° °  

haya  decidido  la  incorporaci n  de los  diagn sticos  y  los  tratamientos  aló ó  

Sistema  de  Protecci n  Financiera  en  comento  (art culo  9  de  la  Leyó í °  

N 20.850).°

Por  lo  mismo,  sigue  el  informe,  para la  elaboraci n  de  laó  

recomendaci n priorizada, la Ley citada indica que la evaluaci n t cnica deó ó é  

la evidencia ser  analizada y priorizada sobre la base del valor cient fico,á í  

econ mico yó  social que el tratamiento importe, proceso que est  a cargo deá  

la  Subsecretar a  de  Salud  P blica,  que  constituir  la  Comisi n  deí ú á ó  

Recomendaci n Priorizada y que ser  creada por resoluci n del Ministerioó á ó  

de Salud.

Aclara que, a priorizaci n de un medicamento de alto costo dentroó  

del Sistema de Protecci n Financiera no obedece a un capricho o a unaó  

decisi n arbitraria de ninguna manera, sino que su incorporaci n requiereó ó  

necesariamente  superar  los  criterios  objetivos  que  han  sido  previamente 

establecidos en el procedimiento determinado por la ley.

Puntualiza  que  el  Fondo  Nacional  de  Salud  no  tiene  ninguna 

participaci n  en  el  proceso  destinado  a  determinar  los  diagn sticos  yó ó  

tratamientos de alto costo del sistema de protecci n financiera. Por lo tanto,ó  

solo cabr a calificar la actuaci n del Fondo Nacional de Salud como ilegal,í ó  

si es que se negare a financiar un medicamento que ya ha sido incorporado 

a las pol ticas p blicas sanitarias de tratamiento de alto costo.í ú

Luego, rechaza la arbitrariedad acusada por el recurrente y sostiene 

que el  control  de arbitrariedad o razonabilidad  de  una decisi n  es  unaó  

t cnica  propia  de  control  de  las  potestades  discrecionales  de  laé  
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Administraci n, por lo que, se debe distinguir entre potestades regladas yó  

discrecionales de la Administraci n del Estado. Las potestades regladas sonó  

aquellas  en  que  la  actividad  de  la  Administraci n  se  encuentraó  

minuciosamente regulada por lo que, frente a la constataci n del supuestoó  

de hecho comprendido en la norma, los rganos administrativos s lo podr nó ó á  

adoptar una sola decisi n, que es la prevista por la Ley y le est  vetado a laó á  

Administraci n  realizar  cualquier  tipo  de  apreciaci n  o  consideraci n  aló ó ó  

margen de lo previsto por el legislador. Es lo que ocurre precisamente con 

el  deber  que  pesa  sobre  el  Fondo  Nacional  de  Salud  de  asegurar  el 

financiamiento y otorgamiento de las prestaciones m dicas contempladas ené  

las Leyes N 20.850 y N 19.966.° °

Indica que, si por v a de protecci n se pretende controlar la raz ní ó ó  

por la cual el medicamento no se ha incorporado al sistema de protecci nó  

financiera contemplada por la Ley N 20.850, es el Ministerio de Salud y no°  

FONASA el rgano responsable, toda vez que el Fondo Nacional de Saludó  

no cuenta con atribuciones legales para ello ni tampoco con dotaci n deó  

profesionales que tengan los conocimientos necesarios para llevar a cabo la 

evaluaci n cient fica.ó í

Agrega que, respecto del tratamiento con RISDIPLAM, el Ministerio 

de  Salud  encarg  un  an lisis  al  Departamento  de  Evaluaci n  deó á ó  

Tecnolog as  Sanitarias  y  Salud  basada  en  la  Evidencia  (ETESA),í  

dependiente de la Divisi n de Planificaci n Sanitaria de la Subsecretar a deó ó í  

Salud  P blica  (SSP)  y  se  puede  se alar  lo  siguiente:  (i)  respecto  de  laú ñ  

mortalidad, no es posible establecer el efecto de Risdiplam en personas con 

AME tipo II y III en comparaci n con placebo por falta de informaci n enó ó  

los estudios; (ii) para el desenlace de funci n motora, se observa que, conó  

alta certeza de la evidencia, el uso de Risdiplam en personas con AME tipo 

II y III no tiene un efecto en comparaci n con el cuidado est ndar; (iii) paraó á  

el  desenlace  de  independencia  en  las  actividades  de  la  vida  diaria,  se 

observa que, el uso de Risdiplam en personas con AME tipo II y III podr aí  

aumentar la independencia en comparaci n con el cuidado est ndar. Sinó á  

embargo, la certeza de la evidencia es muy baja y se requieren m s estudiosá  

para confirmar este resultado. (iv) para eventos adversos, se observa que, 

con moderada certeza de la evidencia, el uso de Risdiplam en personas con 
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AME  tipo  II  y  III  no  tiene  un  efecto  sobre  los  eventos  adversos  en 

comparaci n con el cuidado est ndar.ó á

Por lo expuesto, concluye que la negativa a acceder al financiamiento 

del  medicamento  solicitado  por  la  parte  recurrente  se  encuentra 

debidamente fundado en atenci n a que FONASA no est  facultado paraó á  

incorporar medicamentos no contemplados en la ley.

Quinto:  Que respecto de la acci n de protecci n constitucional noó ó  

debe perderse de vista su naturaleza cautelar, su car cter especial simo yá í  

que corresponde a la tutela efectiva de un derecho indubitado. Bajo ese 

punto de vista,  el  acto u omisi n  recurrida  puede provenir  tanto de  laó  

administraci n  del  Estado,  como  de  particulares,  pero  ante  todo  no  seó  

puede  olvidar  que  no  se  trata  de  un  juicio  declarativo.  Constituye 

jur dicamente una acci n de naturaleza cautelar,  destinada a amparar elí ó  

leg timo  ejercicio  de  las  garant as  y  derechos  preexistentes,  que  en  esaí í  

misma  disposici n  se  enumeran,  mediante  la  adopci n  de  medidas  deó ó  

resguardo que se deben tomar ante un acto arbitrario o ilegal que impida, 

amague o moleste ese ejercicio.

Consecuentemente, es requisito indispensable de admisibilidad de la 

acci n cautelar de protecci n la constataci n de la existencia de un actoó ó ó  

ilegal, esto es, contrario a la ley, o arbitrario, producto del mero capricho de 

quien incurre en l,  que provoque alguna de las  situaciones que se hané  

indicado y que afecte, adem s, una o m s de las garant as constitucionalesá á í  

protegidas por el citado art culo 20 de la Carta Fundamental.í

Sexto:  Que  las  garant as  que  se  denuncian  conculcadas  son  elí  

derecho a la vida e integridad f sica y ps quica, la igualdad ante la ley y laí í  

no discriminaci n arbitraria, el derecho a la salud y la norma de clausuraó  

del art culo 19 N  26 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica. De lasí ° ó í ú  

garant as  que  se  han  singularizado,  las  dos  primeras  efectivamente  seí  

encuentran contempladas en el art culo 20 de la Constituci n. La tercera,í ó  

esto es, el derecho a la salud no ha sido contemplada por el constituyente 

dentro  del  mbito  de  esta  acci n,  sin  perjuicio  que  se  ha  ampliadoá ó  

jurisprudencialmente la esfera proteccional tanto a trav s de la denominadaé  

“garant a de las garant así í ” como a trav s del derecho propiedad. é
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En este orden de ideas, es necesario analizar si en el caso concreto las 

recurridas  han  conculcado  de  alguna  forma  las  garant as  del  actor  y  sií  

existen medidas  eficientes  y eficaces  que pueda adoptar  esta Corte para 

reestablecer el imperio del Derecho, en caso de afirmativa. 

S ptimo:  é Que, centrando la controversia,  sta consiste en que laé  

Administraci n  del  Estado,  a  trav s  del  Fondo  Nacional  de  Salud  y  eló é  

Servicio de Salud Metropolitano Norte, no han accedido al financiamiento 

del medicamento Risdiplam  para el actor, afectado de una enfermedad“ ”  

que compromete de manera progresiva su funci n motriz  y respiratoria,ó  

teniendo un desenlace potencialmente mortal. Desde el punto de vista de la 

legalidad,  se  debe  tener  presente  que  existen  diversos  mecanismos  de 

financiamiento  de  medicinas  establecidos  por  la  normativa  legal  y 

reglamentaria,  que responden a una programaci n que el legislador y laó  

autoridad administrativa han realizado en funci n al presupuesto nacional.ó  

En ese entendido, en torno al otorgamiento de ese medicamento espec fico,í  

no es posible que esta Corte adopte medida alguna que contrarie dichas 

decisiones,  sin  pasar  a  llevar  el  principio  de  juridicidad,  al  asumir 

competencias que no le pertenecen.

Octavo:  Que desde  el  punto de  vista  de  la  motivaci n  del  actoó  

administrativo,  se  entiende  que  ste  es  é “la  exteriorizaci n  unilateral  deó  

competencia,  ejercida  seg n  normas  e  procedimiento  jur dicoú í  

administrativo,  de  car cter  general  o  especial,  por  un  rgano  de  laá ó  

Administraci n del Estado, con el prop sito de alcanzar los objetivos y finesó ó  

espec ficos del bien com n o inter s general que el ordenamiento jur dicoí ú é í  

ha cometido al rgano emisor del actoó  (Rocha Fajardo, Esteban Estudio” “  

sobre  la  motivaci n  del  acto  administrativo ,  Cuadernos  del  Tribunaló ”  

Constitucional,  n mero  65,  a o  2018,  p gina  19)  De  tal  definici n  seú ñ á ó  

coligen tres elementos importantes: el primero, se trata de una voluntad que 

debe ser exteriorizada; el segundo, que dicha voluntad cumple una finalidad 

p blica; el tercero, que sea emitida por una autoridad p blica competente.ú ú

La exigencia de exteriorizaci n de la voluntad es la base del deber deó  

fundamentaci n,  que  implica  un  verdadero  ejercicio  dial ctico  entre  eló é  

ciudadano y el Estado, que impide de esta manera la arbitrariedad. En el 

caso sub-lite, el Servicio de Salud Metropolitano Norte ha dado cuenta de 
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estudios cient ficos que dan cuenta de la baja evidencia, hasta el momento,í  

acerca de la efectividad del medicamento. No se trata, entonces, de una 

decisi n carente de motivos o que provenga de un mero capricho, sino queó  

va directamente imbricada con la salubridad p blica. Bajo este supuesto, noú  

basta  un  peligro  para  una  garant a  fundamental  como  para  hacerí  

procedente la acci n de protecci n, sino que debe estar en un nexo causal,ó ó  

adecuado y suficiente, con una conducta arbitraria o ilegal.

Noveno:  Que, por todo lo anterior, la acci n de protecci n debe seró ó  

rechazada.

Por estas consideraciones, disposiciones legales citadas y lo dispuesto 

por el Auto Acordado de la Corte Suprema sobre Tramitaci n del Recursoó  

de  Protecci n  de  las  Garant as  Constitucionales,  ó í se rechaza la  acci nó  

constitucional interpuesta por Marcelo Parodi Garc a en representaci n deí ó  

Jos  Ignacio Ganga Spissini en contra del Hospital San Jos , del Servicio deé é  

Salud Metropolitano Norte y del Fondo Nacional de Salud.

Reg strese,  comun quese  y arch vese.í í í

Redacci n del  abogado integrante se or Parada.ó ñ

Protecci n N  2930-2025.ó °

No firma el Ministro se or Balmaceda, por ausencia, sin perjuicio deñ  

haber concurrido a la vista y acuerdo de la causa.

Pronunciada  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Il tma.  Corte  de  
Apelac iones  de  Santiago ,  presidida  por  el  Ministro  se or  Jaimeñ  
Balmaceda  Err zuriz,  conformada  por  la  Ministra  se ora  Inelie  Dur ná ñ á  
Madina y el Abogado Integrante se or Cristian Parada Bustamante.ñ
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Francisca Atenas
Línea



Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Inelie Duran M. y

Abogado Integrante Cristian Parada B. Santiago, dieciocho de junio de dos mil veinticinco.

En Santiago, a dieciocho de junio de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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